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SALUD / RESONANCIA MAGNÉTICA / INTERNA / CÁRCEL LA BADEA / CONCEDE / MODIFICA A USPEC -  De la información que se allegó al dossier, en especial de la documentación aportada por la Reclusión de Mujeres de Pereira, se aprecia que al menos desde el año 2015, la paciente se aqueja de un dolor a nivel lumbar,  y a la cual en mayo 16 de 2016 le fue ordenada una resonancia magnética nuclear, misma que incluso fue reiterada en febrero 27 de 2017, sin que estas le hubieran sido autorizadas como así se desprende de la información entregada por la Directora de dicho establecimiento penitenciario, sin dejar de lado que a la enferma le realizaron diversas terapias físicas y recetado diversos medicamentos para mitigar el “lumbago” diagnosticado hasta ese momento.

Mírese que solo con ocasión de la interposición de la acción constitucional se procedió por parte de las accionadas a adelantar los trámites pertinentes para lograr que el especialista tratante en ortopedia y traumatología ordenara nuevamente la resonancia magnética nuclear, para efectuar el diagnóstico de su dolencia, la cual al parecer se trata de “comprensiones de las raíces y plexos nerviosos en trastornos de los discos intervertebrales M-50 y M-51” lo que por supuesto será determinado con el examen especializado requerido por la paciente.
(…)

Se aprecia entonces, sin lugar a equívoco alguno, que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, lo cual se realiza por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se efectúa la contratación para el cuidado médico de dicha población, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que la USPEC tampoco pierde la condición de principal obligada en velar por el cuidado integral y oportuno en salud a la población privada de la libertad. Así mismo el Centro de Reclusión también juega un papel de importancia, por cuanto es allí donde se deben adelantar las gestiones pertinentes, no solo para pedir por medio del contac-center del Consorcio las solicitudes de autorizaciones de remisión a especialistas, citas médicas, procedimientos, o tratamientos que le sean prescritas a las internas, sino la posterior remisión de la enferma a las IPS donde será atendida.

Es decir, no obstante que de manera directa no es dicho Fondo el encargado de brindar la atención requerida por la señora MAHB, sino que ello está en cabeza de las IPS internas o externas con las que tenga contrato para tal efecto, ello per se, no lo aleja de la obligación que tiene de propender por que dichas entidades cumplan con el deber de atender en debida forma y en oportunidad a la población sujeta de tal cobertura, para lo cual deberá otorgar las autorizaciones para los exámenes que le sean prescritos, con la debida pertinencia para que los servicios médicos que necesita la paciente se le brinde de forma pronta y eficaz.

Así mismo, debe aclararse, como lo dice la entidad recurrente, no es directamente la FIDUPREVISORA, quien debe cumplir el fallo constitucional, sino el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, el cual como se indicó párrafos atrás, está integrado por la Fiduprevisora y Fiduagraria, por lo cual es claro que la orden constitucional debe ser modificada, en tal aspecto.

Igualmente y aunque en la referida acción constitucional, fue vinculada la USPEC, por parte del a quo nada se dijo sobre la responsabilidad que a la misma le asiste en cuanto a la prestación del servicio en salud a la población privada de la libertad, ni mucho menos fue desvinculada del mencionado asunto, y en sentir de la Sala, ello no podía ser de tal manera, al ser evidente que tanto la USPEC como el Consorcio y el INPEC deben obrar de forma articulada, y en el ámbito de sus competencias, para lograr no solo que a la señora MANB, sino a la totalidad de la población privada de la libertad, se le brinde la atención médica que necesita. 

Igualmente, considera la Sala que el a quo, en lugar de exhortar al INPEC para que realice los trámites pertinentes ante la Fiduprevisora y las IPS, debió ordenarle que cumpla con el deber legal que le asiste, al observarse en el presente caso que pese a que a la interna le habían prescritos al menos dos resonancias -en el 2016 y 2017, como se advierte en el dossier- , no se adelantaron las gestiones administrativas para lograr que ello se concretara y solo al momento de interponerse la acción constitucional, procedieron con prontitud a pedir nuevas citas para que fue aprobado el examen que requería, dado que esas órdenes ya habían vencido, al parecer por la no autorización del Consorcio, pero tampoco se aprecia que el INPEC hubiere obrado con la diligencia y prontitud necesaria para lograr tal cometido, aun siendo conocedores de los padecimientos de la enferma.
                                         REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                              PEREIRA-RISARALDA 

[image: image1.png]


                                                   RAMA JUDICIAL 
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de amparo promovida por la señora MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA.
2.- DEMANDA 

Informa la señora  HENAO BEDOYA  que fue condenada a la pena de 197 meses de prisión, encontrándose actualmente interna en la Cárcel La Badea de Dosquebradas (Rda.) y en junio 15 de 2014, previa valoración médica, le fue ordenada una resonancia lumbar para efectuar diagnóstico del dolor recurrente en su espalda, sin que a la fecha nada se le hubiera informado al respecto pese a haber trascurrido algo más de cuatro años y solo ha podido acudir a medicinas para menguar el dolor, ya que al desconocer el diagnóstico resulta imposible realizar un tratamiento específico.

Solicita se tutelen su derecho fundamental a la salud y se le ordene a las entidades accionadas que realicen los exámenes médicos prescritos para el respectivo diagnóstico y consecuente tratamiento que requiera.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional y corrió traslado de la misma a la Dirección de la Reclusión de Mujeres La Badea, a la FIDUPREVISORA, al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL  y vinculó a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -en adelante USPEC-, y a Sanidad del centro de Reclusión, quienes así se pronunciaron:

 - La Directora de la Reclusión de Mujeres señala que el INPEC tiene la obligación de velar por el bienestar de los internos, pero el presupuesto para la atención en salud, infraestructura, alimentación, etc., está en cabeza de la USPEC, quien a su vez suscribió contrato con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, como encargados de los servicios de salud en dicha Reclusión. En relación con la patología de la accionante, indica que la misma ha sido atendida en varias ocasiones por los galenos de la Fiduprevisora, se le han realizado terapias físicas y el médico general nuevamente solicitó resonancia magnética la cual no fue aprobada por el Consorcio, por lo cual se remitió de nuevo a ortopedia para que el galeno emita nueva orden para dicho procedimiento, cuya cita se programó para abril 11 de 2018. Estima que no existe legitimación en la causa por pasiva y por ende solicita su desvinculación de este asunto.

- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la USPEC, luego de hacer alusión a diferente normativa, relativa al cuidado en salud de la población privada de la libertad, expresa que la asistencia en salud que pide la actora, corresponde prestarla al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, quienes tienen la obligación de adoptar las medidas necesarias para velar por el servicio reclamado.  Pide su desvinculación de esta tutela.

- El apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 –integrado por las sociedades Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A.- refiere que carece de legitimación en la causa al no tener competencia alguna para la prestación de los servicios médico-asistenciales, la cual está reservada a las IPS o a las ESE y demás entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Luego de hacer alusión al proceso de atención en salud a la población privada de la libertad, y frente al caso en concreto indica que dicho Consorcio ha contratado la red de servicios intramural y extramural del centro de Reclusión de Mujeres de Pereira que ha permitido al contac-center expedir las autorizaciones en salud que requieren los internos, previa orden médica, por lo cual  los centros carcelarios sin necesidad de requerir al Consorcio deben realizar las solicitudes de de remisión a especialistas y de haberse generado la misma para la resonancia magnética lumbar, correspondía al área de sanidad de la Reclusión de Pereira, disponer los trámites para su traslado. Reclama su desvinculación del trámite y que se requiera a la Dirección de la Reclusión para que informe sobre el estado actual de la actora.

- Por parte del área de sanidad de la reclusión de mujeres, se le informó a la Secretaría del Juzgado a quo que en abril 11 de 2018 fue valorada la señora MARÍA ACENETH HENAO en el Hospital Santa Mónica a quien se le emitió nueva prescripción para la práctica de la resonancia lumbar, había cuenta que las anteriores se encontraban vencidas y que se estaba a la espera de su autorización por parte de la FIDUPREVISORA.

3.2- Culminado el término constitucional, el juez a quo profirió decisión en abril 12 de 2018 por medio de la cual amparó los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas de la señora MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA, y por consiguiente ordenó a la FIDUPREVISORA que dentro del término improrrogable de dos (2) días, contados a partir de la notificación del fallo, que proceda a autorizar y practicar a la misma los exámenes denominados “Resonancia magnética nuclear de columna lumbosacra”, Rx de rodilla, consulta ambulatoria de medicina especializada por ortopedia y traumatoloría, y revisión en ortopedia con RMN de la columna lumbosacra”; igualmente se exhortó a la reclusión de mujeres para que realice los trámites ante la FIDUPREVISORA y las IPS respectivas para que le presten la atención oportuna a la accionante.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado Judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 se mostró inconforme con el fallo e indicó que el a quo no realizó un examen minucioso del material probatorio arrimado al contestar la tutela, e interpretó de manera errónea el contrato de fiducia, frente al papel que juega la FIDUPREVISORA endilgándole responsabilidades que no debe acarrear, en este caso la obligación sería única y exclusiva del referido Consorcio. Así mismo, incurre en error en cuanto a las competencias asignadas a las entidades que intervienen en el modelo de atención en salud a las personas privadas de la libertad, ya que el Consorcio está regido  bajo los parámetros contractuales de la Fiducia Mercantil 331 de 2016  los cuales no pueden extralimitarse, y en este caso los servicios médicos le corresponden al centro carcelario quien debe pedir las autorizaciones directamente al contac-center para que se programe la cita y traslado del paciente.

Pide se modifique el fallo y se desvincule al Consorcio al no ser competente para la prestación que requiere la accionante.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo opugnado, en cuanto tuteló los derechos de la señora MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la impugnante. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este trámite el juez de primera instancia luego del análisis previo, consideró que existía vulneración de las prerrogativas reclamadas por la señora MARÍA ACENETH BEDOYA, quien se encuentra privada de la libertad en la Reclusión de Mujeres de Pereira a raíz de la pena de prisión impuesta, y a la cual le fuera ordenada desde tiempo atrás una resonancia magnética nuclear por las dolencias que presenta a nivel de la espalda, sin que haya tenido noticia alguna de tal procedimiento, el cual requiere para que se le brinde el diagnóstico y posterior tratamiento.

En principio debe indicarse que la afectada es un sujeto de especial protección, pues se trata de una persona que está privada de su libertad y por  ende se halla en una especial relación de sujeción con el Estado, en particular con las autoridades legalmente constituidas para dirigir dichos establecimientos, vista la clara situación de subordinación en la que se halla. Al respecto, el máximo Órgano en materia constitucional ha referido
:

“Esta Corporación ha considerado la salud como un derecho fundamental autónomo con especial énfasis cuando se trata de amparar a sujetos de especial protección como los discapacitados y los reclusos en establecimientos penitenciarios y carcelarios, entre otros. Respecto de la atención en salud de las personas recluidas en estos establecimientos la Ley 65 de 1993, o Código Penitenciario y Carcelario, señala la responsabilidad y obligación estatal de asumir la prestación y atención en salud de toda la población carcelaria y establece las formas bajo las cuales ésta se debe desarrollar. La atención médica debe llevarse a cabo de manera oportuna, adecuada y efectiva, toda vez que el pleno goce del derecho fundamental a la salud de los internos depende de la oportuna y eficiente gestión del Estado en la prestación de la misma”.

Si bien es cierto, la acá actora se halla privada de su libertad, lo que implica que algunos de sus derechos se ven limitados por causa de la sanción penal que le fuera impuesta, otros permanecen incólumes y es deber del Estado velar que los mismos sean debidamente garantizados, entre los cuales se encuentra sin lugar a dudas el derecho fundamental a la salud, como desde otrora lo tiene sentado la Corte Constitucional
.

“Por la salud del interno debe velar el sistema carcelario, a costa del tesoro público, y la atención correspondiente incluye, también a su cargo, los aspectos médicos, quirúrgicos, hospitalarios y farmacéuticos, entre otros. Los derechos fundamentales del preso resultarían gravemente violados por la negligencia estatal en estas materias, así como por la falta de cuidado y asistencia requeridos para la prevención, conservación y recuperación de su salud. […]

 

El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura.

De igual forma, la jurisprudencia ha señalado frente al derecho fundamental a la Salud de las personas que se hallan privadas de la libertad, que es una obligación del Estado el garantizar a los mismos el acceso efectivo y oportuno a los servicios de salud. Así se ha se dicho:

“Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso recordar que la garantía del derecho a la salud no puede ser suspendida ni restringida a quienes se encuentran privados de la libertad, en tanto su desconocimiento afecta otros derechos fundamentales como la vida y la dignidad humana. Al respecto, la Corte ha sostenido lo siguiente:

 

“En el campo de la salud es claro que, por su misma circunstancia, quien se encuentra privado de la libertad no goza de autonomía -como la persona libre- para acudir al médico cada vez que lo desee o necesite, y que, por lo general, tampoco le es posible escoger a los facultativos que deban examinarlo, tratarlo u operarlo. Ha de someterse a unas reglas generales y predeterminadas, indispensables por razones de organización y seguridad.

 

[…]
  

El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura” 
.
 
El derecho a la salud de las personas privadas de la libertad debe entonces ser garantizado en condiciones de igualdad, no solo porque se encuentra estrechamente vinculado con los derechos a la vida y a la dignidad humana, sino también “por la relación especial de sujeción del interno con el Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo
”.

De la información que se allegó al dossier, en especial de la documentación aportada por la Reclusión de Mujeres de Pereira, se aprecia que al menos desde el año 2015, la paciente se aqueja de un dolor a nivel lumbar,  y a la cual en mayo 16 de 2016 le fue ordenada una resonancia magnética nuclear, misma que incluso fue reiterada en febrero 27 de 2017, sin que estas le hubieran sido autorizadas como así se desprende de la información entregada por la Directora de dicho establecimiento penitenciario, sin dejar de lado que a la enferma le realizaron diversas terapias físicas y recetado diversos medicamentos para mitigar el “lumbago” diagnosticado hasta ese momento.

Mírese que solo con ocasión de la interposición de la acción constitucional se procedió por parte de las accionadas a adelantar los trámites pertinentes para lograr que el especialista tratante en ortopedia y traumatología ordenara nuevamente la resonancia magnética nuclear, para efectuar el diagnóstico de su dolencia, la cual al parecer se trata de “comprensiones de las raíces y plexos nerviosos en trastornos de los discos intervertebrales M-50 y M-51” lo que por supuesto será determinado con el examen especializado requerido por la paciente.

La jurisprudencia constitucional en relación con el derecho al diagnóstico, ha expresado:

“31. La Corte Constitucional ha definido que el derecho al diagnóstico, en tanto faceta del derecho fundamental a la salud, es la garantía que tiene el paciente de “exigir de las entidades prestadoras de salud la realización de los procedimientos que resulten precisos con el objetivo de establecer la naturaleza de su dolencia para que, de esa manera, el médico cuente con un panorama de plena certeza sobre la patología y determine ‘las prescripciones más adecuadas’ que permitan conseguir la recuperación de la salud, o en aquellos eventos en que dicho resultado no sea posible debido a la gravedad de la dolencia, asegurar la estabilidad del estado de salud del afectado”. 

 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que son tres las etapas de las que está compuesto un diagnostico efectivo, a saber: identificación, valoración y prescripción. La etapa de identificación comprende la práctica de los exámenes previos que se ordenaron con fundamento en los síntomas del paciente. Una vez se obtengan los resultados de los exámenes previos, se requiere una valoración oportuna y completa por parte de los especialistas que amerite el caso, quienes, prescribirán los procedimientos médicos que se requieran para atender el cuadro clínico del paciente
.
 
32. Teniendo en cuenta lo anterior, es dado afirmar que a través del diagnóstico médico es posible definir, en términos de cantidad y periodicidad, los servicios médicos y el tratamiento que se debe adelantar para garantizar de manera efectiva la salud del paciente y su integridad personal. Por ello, el diagnóstico ha sido entendido no solo como un instrumento que permite la materialización de una atención integral en salud, sino también como un derecho del paciente a que el profesional competente evalúe su situación y determine cuáles son los servicios, procedimientos, insumos y/o tecnologías que requiere para preservar o recuperar su salud”. 

Es claro entonces que ante la omisión de las entidades encargadas de atender la situación médica de la interna HENAO BEDOYA, quien desde hace varios años padece de dolores lumbares, sin habérsele dado un diagnóstico efectivo, ante la no realización de exámenes especializado para ello, se hacía necesaria la intervención de la juez constitucional, por cuanto está en juego la salud su vida digna, máxime que por encontrarse privada de su derecho de locomoción, no está en condiciones de solicitar en forma directa el cuidado asistencial que requiere. En ese sentido era indefectible la protección de sus derechos fundamentales.
Ahora, como el recurso impetrado por el apoderado Judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud, se centra en determinar que el a quo emitió una orden a la FIDUPREVISORA, quien no tiene competencia para asumir tal obligación, e igualmente se dispuso que se brindaran los servicios médicos, actividad que no es de su resorte, debe la Sala precisar lo siguiente:

El Gobierno Nacional reglamentó el esquema de prestación del cuidado en salud a la población privada de la libertad y se creó el Fondo Nacional de Salud de este grupo poblacional, momento a partir del cual se señaló que dichos recursos los manejaría una entidad fiduciaria que sería contratada por la Unidad Nacional de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC-, la cual suscribió el contrato de fiducia mercantil # 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 -conformado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- para tal efecto. 

Frente al servicio de salud de la población privada de la libertad y con el fin de establecer quien tiene la competencia en su prestación, la Corte Constitucional en reciente jurisprudencia
, plasmó lo siguiente:
“El artículo 66 de la Ley 1709 de 2014 ordenó al Ministerio de Salud y a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC- la creación de un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el cual sería financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Para ello creó el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, al que encargó la contratación de la prestación de servicios de salud a todas las personas en tal situación.

En desarrollo de lo anterior, la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC. 

Por su parte, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 expedido por el Gobierno el 24 de noviembre de 2015, establece que en desarrollo de las funciones previstas en el Decreto 4150 de 2011, corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad.

En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC.

En consecuencia, la obligación en cabeza de la USPEC de asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017. Si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones. Así lo ha considerado la jurisprudencia especializada (Cfr. CC T- 127 de 2016)”.

Se aprecia entonces, sin lugar a equívoco alguno, que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, lo cual se realiza por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se efectúa la contratación para el cuidado médico de dicha población, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que la USPEC tampoco pierde la condición de principal obligada en velar por el cuidado integral y oportuno en salud a la población privada de la libertad. Así mismo el Centro de Reclusión también juega un papel de importancia, por cuanto es allí donde se deben adelantar las gestiones pertinentes, no solo para pedir por medio del contac-center del Consorcio las solicitudes de autorizaciones de remisión a especialistas, citas médicas, procedimientos, o tratamientos que le sean prescritas a las internas, sino la posterior remisión de la enferma a las IPS donde será atendida.

Es decir, no obstante que de manera directa no es dicho Fondo el encargado de brindar la atención requerida por la señora MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA, sino que ello está en cabeza de las IPS internas o externas con las que tenga contrato para tal efecto, ello per se, no lo aleja de la obligación que tiene de propender por que dichas entidades cumplan con el deber de atender en debida forma y en oportunidad a la población sujeta de tal cobertura, para lo cual deberá otorgar las autorizaciones para los exámenes que le sean prescritos, con la debida pertinencia para que los servicios médicos que necesita la paciente se le brinde de forma pronta y eficaz.
Así mismo, debe aclararse, como lo dice la entidad recurrente, no es directamente la FIDUPREVISORA, quien debe cumplir el fallo constitucional, sino el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, el cual como se indicó párrafos atrás, está integrado por la Fiduprevisora y Fiduagraria, por lo cual es claro que la orden constitucional debe ser modificada, en tal aspecto.

Igualmente y aunque en la referida acción constitucional, fue vinculada la USPEC, por parte del a quo nada se dijo sobre la responsabilidad que a la misma le asiste en cuanto a la prestación del servicio en salud a la población privada de la libertad, ni mucho menos fue desvinculada del mencionado asunto, y en sentir de la Sala, ello no podía ser de tal manera, al ser evidente que tanto la USPEC como el Consorcio y el INPEC deben obrar de forma articulada, y en el ámbito de sus competencias, para lograr no solo que a la señora MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA, sino a la totalidad de la población privada de la libertad, se le brinde la atención médica que necesita. 
Igualmente, considera la Sala que el a quo, en lugar de exhortar al INPEC para que realice los trámites pertinentes ante la Fiduprevisora y las IPS, debió ordenarle que cumpla con el deber legal que le asiste, al observarse en el presente caso que pese a que a la interna le habían prescritos al menos dos resonancias -en el 2016 y 2017, como se advierte en el dossier-
, no se adelantaron las gestiones administrativas para lograr que ello se concretara y solo al momento de interponerse la acción constitucional, procedieron con prontitud a pedir nuevas citas para que fue aprobado el examen que requería, dado que esas órdenes ya habían vencido, al parecer por la no autorización del Consorcio, pero tampoco se aprecia que el INPEC hubiere obrado con la diligencia y prontitud necesaria para lograr tal cometido, aun siendo conocedores de los padecimientos de la enferma.

En consecuencia, se confirmará parcialmente la decisión proferida por el titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, en cuanto el fallo se modifica únicamente en el sentido de disponer que serán tanto el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, la USPEC, como la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira  quienes de manera conjunta y en el ámbito de sus competencias, los que cumplan la orden plasmada en el numeral 2° del referido fallo.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) en cuanto amparó los derechos fundamentales a la salud, vida en condiciones dignas y dignidad humana, de los que es titular la señora MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA, pero se MODIFICA en el sentido de ordenar que serán tanto el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, la USPEC, como la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira, quienes de manera conjunta y en el ámbito de sus competencias, los que deberán acatar las disposiciones plasmadas en el numeral 2° del mencionado fallo.
SEGUNDO: SE EXHORTA a la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira para que le brinde el acompañamiento requerido a la accionante con miras a que los servicios médicos asistenciales que necesita se cumplan sin dilación alguna.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-190 de 2013.


� Sentencia T-535 de 1998.


� Sentencia T-535 de 1998. Reiterada en la sentencia T-388 de 2013.


� Sentencia T-185 de 2009.


� Sentencia T-127 de 2016.


� Ver, sentencia T-1181 de 2003, reiterada por la sentencia T-027 de 2015.


� Ver, sentencia T-100 de 2016. En relación con los aspectos que comprende el derecho al diagnóstico, también se pueden consultar las sentencias: T-725 de 2007, T-717 de 2009, T-047 de 2010, T-050 de 2010 y T-020 de 2013.


� Sentencia T-036 de 2017.


� CSJ STP, 7 dic. 2017, Rad. 95608.


� Ver folios 19 vto. y 25.
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